
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  - 1ª Instancia -25 de abril 2018
Radicación Nro. :
  
66001-22-13-000-2018-00147-00

Accionante:

Javier Elías Arias Idárraga.
Accionado: 

Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas
Vinculado (s): 

Alcaldía y Personería de esa localidad, Davivienda SA; la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda, Helm Trust SA y Textiles Omnes SA.

Proceso:


Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / ACCIÓN POPULAR / Aplicación artículo 121 del CGP / SUBSIDIARIDAD / IMPROCEDENTE - Por consiguiente, pasados alrededor de 9 meses, desde aquella decisión que consideró el actor violatoria de su derecho fundamental al debido proceso, sin que se hubiera acudido con diligencia a este remedio residual cae la cuestión en la anotada improcedencia, tanto más cuando en este caso, no se acreditó una condición especial en el accionante que pudiera hacer flexible el análisis de dicho requisito.  

Aun si por esta senda, se quisiera atacar la sentencia proferida el pasado 24 de enero, surgiría palmaria la improcedencia de este trámite, si se tiene en cuenta que no se acreditó que dicha decisión hubiese sido contrariada ante el juez natural o se hubiesen agotado los recursos ordinarios para que ante la jurisdicción ordinaria, se absolvieran las quejas del demandante. Y bien se sabe que la subsidiariedad es propia de esta clase de acción, según lo prevé el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. 

También es improcedente este trámite en lo que toca con la pretensión de que se ordene vigilancia “judicial y administrativa” a la acción popular ya citada, pues es del resorte del mismo interesado acudir ante la autoridad competente para ventilar lo que estima un desafuero del Juzgado; misma suerte que corren las pretensiones relacionadas con que se ordene al juzgado aplicar las disposiciones contenidas en el artículo 8 y 42 del CGP y de que se le brinden copias de la actuación, pues no aparece acreditado que hubiera elevado dichas solicitudes ante el juez que ahora, en sede constitucional, demanda.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril veinticinco de dos mil dieciocho
Expediente 66001-22-13-000-2018-00147-00 





Acta N° 130 de abril 25 de 2018
  



Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fueron vinculados la Alcaldía y Personería de esa localidad, Davivienda SA; la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda, Helm Trust SA y Textiles Omnes SA. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos que citó como “art. 13, 29, 83 CN, ley 472/98”, contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas.
Explica que actúa en la acción popular “2009-59 acumulada”, donde el juzgado accionado le negó una solicitud que presentó el 15 de junio de 2017, relacionada con la aplicación del artículo 121 del CGP, pese a lo cual, el despacho encartado, profirió fallo 9 años después de la presentación de iniciado el trámite y a petición del demandado, al no contar ya con oficina en el sitio inicialmente presentado en la demanda. 

Como consecuencia de ello, solicita que se decrete la nulidad de la sentencia en la acción popular de la referencia ordenando aplicar lo dispuesto en el artículo 121 del CGP, tal como lo solicitó, que se ordene la aplicación de las normas “art 84 ley 472/98 y art 8 y 42 CGP” y que el juzgado accionado le brinde copias de todo lo actuado para iniciar una acción de reparación directa por aparente abuso de poder. 
 



Con auto del 12 de abril, se le dio impulso a la acción; se ordenaron las citadas vinculaciones y se decretaron pruebas.





El Juzgado remitió las copias solicitadas (f. 10).




El representante legal judicial de DAVIVIENDA SA, dio cuenta de la actividad desplegada por la entidad financiera durante el trámite de la acción popular en la que fungió como demandada, adujo improcedencia de la presente acción de tutela y explicó que no existió una vulneración al derecho fundamental al debido proceso del accionante en ese asunto. 

El municipio de Dosquebradas, refirió la falta legitimación en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación.
CONSIDERACIONES

Se recuerda que la acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten quebrantados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.
  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados y, de manera puntual, para que se decrete la nulidad de la sentencia proferida en la acción popular de la referencia, como consecuencia de la sanción contenida en el artículo 121 del Código General del Proceso.  
  



En forma reiterada se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
De frente a ese derrotero, para la Sala, la solicitud del accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque la queja deviene por la negativa del juzgado encartado en dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 121 del Código General del Proceso, decisión que fue adoptada el 27 de junio de de 2017 (f. 11), lo que indica que entre esa fecha y la de promoción de esta acción, transcurrieron más de seis meses, término que la jurisprudencia se ha encargado de señalar como prudencial, para no caer en la falta del presupuesto de la inmediatez.





La acción de tutela se caracteriza por su urgencia, atendiendo la especial naturaleza que la envuelve, esto es, de protección inmediata de derechos fundamentales amenazados o violados, por lo que se exige, precisamente, que ante una situación que vaya en desmedro de los mismos, debe acudirse prontamente a su uso. 
No sobra recordar, que de tiempo atrás y constante la Corte Constitucional ha venido sosteniendo que el principio de inmediatez se erige como un requisito de procedibilidad de la acción de tutela
. En la sentencia T-031 de 2016, por ejemplo, se dijo sobre el particular:
  



 
En lo que respecta al ejercicio de la acción de tutela contra providencias judiciales, la Corte ha señalado que, por una parte, (i) el examen de este requisito debe ser más estricto y riguroso, pues con una eventual orden de amparo se estarían comprometiendo el principio de seguridad jurídica, la garantía de la cosa juzgada, así como la presunción de acierto con la que están revestidas las providencias judiciales…; y por la otra, (ii) la carga de argumentación en cabeza del demandante para justificar su inactividad aumenta de manera proporcional a la distancia temporal que existe, entre la presentación del amparo y el momento en que se consideró que se vulneró su derecho, ya que “el paso tiempo reafirma la legitimidad de las decisiones judiciales y consolida los efectos de las sentencias”… En esa línea argumentativa, se ha dicho que:
 
  



 
“La inmediatez tiene particular relevancia tratándose de la impugnación de providencias judiciales, porque no puede mantenerse indefinidamente la incertidumbre en torno a la firmeza de las decisiones judiciales. De esta manera, si bien, de manera excepcionalísima, cabe la acción de tutela contra providencias judiciales, cuando se pueda establecer que en realidad ellas constituyen una vía de hecho, la naturaleza grosera y protuberante del defecto presente en la actuación judicial que abre la vía para el amparo, exige que el mismo se solicite de inmediato, sin que resulte admisible que las partes afectadas dejen transcurrir pasivamente el tiempo para acudir, después de un lapso razonable, a cuestionar la actuación judicial y solicitar que la misma sea nuevamente revisada. Esa inacción de las partes, a menos que tenga una explicación suficientemente fundada, es denotativa de la ausencia de un perjuicio que exija el remedio inmediato a cuya provisión se ha previsto la acción de tutela…”
Así también, en sede constitucional, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia ha sostenido idéntico criterio
. 

Por consiguiente, pasados alrededor de 9 meses, desde aquella decisión que consideró el actor violatoria de su derecho fundamental al debido proceso, sin que se hubiera acudido con diligencia a este remedio residual cae la cuestión en la anotada improcedencia, tanto más cuando en este caso, no se acreditó una condición especial en el accionante que pudiera hacer flexible el análisis de dicho requisito.  





Aun si por esta senda, se quisiera atacar la sentencia proferida el pasado 24 de enero, surgiría palmaria la improcedencia de este trámite, si se tiene en cuenta que no se acreditó que dicha decisión hubiese sido contrariada ante el juez natural o se hubiesen agotado los recursos ordinarios para que ante la jurisdicción ordinaria, se absolvieran las quejas del demandante. Y bien se sabe que la subsidiariedad es propia de esta clase de acción, según lo prevé el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. 




También es improcedente este trámite en lo que toca con la pretensión de que se ordene vigilancia “judicial y administrativa” a la acción popular ya citada, pues es del resorte del mismo interesado acudir ante la autoridad competente para ventilar lo que estima un desafuero del Juzgado; misma suerte que corren las pretensiones relacionadas con que se ordene al juzgado aplicar las disposiciones contenidas en el artículo 8 y 42 del CGP y de que se le brinden copias de la actuación, pues no aparece acreditado que hubiera elevado dichas solicitudes ante el juez que ahora, en sede constitucional, demanda. 



 

Se absolverá a los demás involucrados, ya que nada se advierte acerca de acciones u omisiones de su parte que hayan trasgredido los derechos invocados.  

    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,  DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
 
� Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959, T-1029, y T-1048 de 2008, y más recientemente en la sentencia T-038 de 2017.


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco; sentencia STC4343-2018, del 5 de abril de 2018, M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque.
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